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Accionante: 

URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ
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Fiscalía 1ª. Especializada ante el GAULA de Pereira
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 


PETICIÓN / INFORMACIÓN SOBRE DENUNCIA / CONCEDE -  En primer lugar, véase, como ya se dijo, que la comunicación que se le envío al señor URIEL LONDOÑO TREJOS, correspondía en realidad a las pretensiones de su hijo URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, equívoco que no tendría relevancia alguna, por cuanto fue enviado al mismo correo electrónico reportado en los respectivos escritos, y que lo allí plasmado tiene coherencia con lo exigido por el señor URIEL LONDOÑO TREJOS. 

No obstante, estima la Corporación que ninguna respuesta se le ha enviado al señor URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, aunque esta tenga similitud con la enviada a su señor padre, y además se aprecia que  tampoco se ha atendido lo pedido por el señor URIEL LONDOÑO TREJOS, en punto de la expedición de copias de la denuncia instaurada, pese a encontrarse ampliamente superado el plazo con el que se contaba para cumplir con dicho requerimiento, como ya se expresó.

En ese orden de ideas, y sin  lugar a mayores disquisiciones, se concluye que por parte de la Fiscalía 1ª Especializada ante el GAULA de Pereira (Rda.) no se ha cumplido con el deber de responder a las solicitudes que en forma respetuosa le fueron enviadas, con lo cual se observa la trasgresión del derecho fundamental de petición del que son titulares los señores URIEL LONDOÑO TREJOS y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, por lo cual se dispondrá a su amparo.
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de mayo de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No. 460
                                                   Hora: 1:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el Dr. DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO, como apoderado de los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, contra la Fiscalía 1ª. Especializada ante el GAULA de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho de petición.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO, se puede concretar así: (i)  hace unos años los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ compraron a crédito una tierra en la Vereda “El Trebol” de Chinchiná (Cds.), y luego de haberle invertido una importante suma de dinero en siembras de cultivos y otras adecuaciones fueron víctimas de amenazas y extorsión por el grupo armado Cordillera, reducto de las autodefensas, y al hacer caso omiso fueron víctimas de un intento de secuestro y por último declarados objetivo militar; (ii) ante tal situación decidieron abandonar sus bienes, y dicha situación se puso en conocimiento de la Fiscalía, en la actuación con el radicado 660016102283201400687, por las conductas de desplazamiento forzado, extorsión, amenazas y tentativa de secuestro, sin saberse cuál ha sido el desarrollo del proceso; (iii) en febrero 8 de 2018 se radicaron en la página oficial de la Fiscalía, dos derechos de petición, por parte de una funcionaria de la Defensoría del Pueblo de Manizales a quien acudieron en busca de ayuda, sin haber dado respuesta alguna, por lo cual dicha servidora se contactó con la Fiscalía en Risaralda, en donde le indicaron que no habían recibido tales escritos, por lo cual en esa fecha se le suministró un correo electrónico y en marzo 22 de 2018 nuevamente se enviaron las peticiones; (iv) en abril 3 se solicitó que se respondiera la solicitud, y contestan que la misma se remitió a la Fiscalía 1ª ante el GAULA de Pereira, sin que haya dado respuesta; y (v) a consecuencia de los hechos narrados, los denunciantes se encuentran radicados en los Estados Unidos y por ello promueve la tutela en representación de estos como agente oficioso, al no estar en condiciones de ejercer su propia defensa por residir en el exterior.

Pide que se ordene a la Fiscalía 1ª Especializada ante el GAULA, que atienda las peticiones elevadas.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación por auto de mayo 23 de 2018, dispuso admitir la tutela y correr traslado de la misma a la Fiscalía accionada, e igualmente se le concedió un término de dos (02) días al actor para que acreditara la imposibilidad que tienen los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ para interponer la acción de tutela.

Dentro del plazo otorgado, se recibió respuesta del Fiscal 1° Especializado ante el GAULA, quien  informa lo siguiente: (i) se adelanta la respectiva investigación penal, a la cual se le diera inicio en el municipio de Chinchiná y posteriormente le fue enviada por competencia, habiéndose recibido en enero 22 de 2016; (ii) en el asunto se desarrolló el programa metodológico de investigación y se libraron diversas órdenes a la policía judicial, entre las cuales figuran los reconocimientos fotográficos efectuados por las víctimas y se está a la espera de otras actividades con miras a tomar decisiones frente a la viabilidad de solicitar órdenes de captura; (iii) la investigación está en etapa de indagación, sin que obrara en la carpeta la petición a la que hace alusión el accionante, quien tampoco se presentó para averiguar por la misma, siendo esta tutela el momento en que se le da a conocer la pretensión que elevaran URIEL LONDOÑO y ALEJANDRO LONDOÑO, por lo cual no pudo tramitarla, pero una vez conoció de ella se le expuso lo pertinente por medio de correo electrónico; y (v) pide se deniegue la tutela por tratarse de un hecho superado, y señala además que no se le comunicó nada al señor DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO al no estar legitimado para actuar, además por el estado en que se encuentra dicha investigación.
- El señor DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO allegó escrito en el que refiere que había presentado la solicitud en calidad de agente oficioso, ante la imposibilidad de los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ de acceder al otorgamiento de poderes en original y autenticados por estar fuera del país, pero aporta uno que le enviaran los mismos por correo electrónico, para intervenir en esta acción constitucional, con lo cual suple el requerimiento de la Sala. Agrega que el día viernes la Fiscalía dio respuesta, pero con ello solo se atiende una de las peticiones, pero no la elevada por URIEL LONDOÑO, donde además de la información del caso pidió copia de la denuncia.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos entregados por las partes. Así mismo y como quiera que el Dr. DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO no indicó tener la condición de abogado, en ninguno de los escritos allegados, pese al poder que se le otorgó donde se hizo alusión a tal calidad, la Sala procedió a verificar con la Unidad de Registro Nacional de Abogados lo pertinente, y de tal labor se estableció que al antes mencionado se le expidió la tarjeta profesional N° 260777 de julio 28 de 2015, la que se encuentra vigente
.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el este evento violación a los derechos fundamentales de los actores; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

Con antelación a ingresar en el fondo del asunto, debe indicarse que por parte de la Sala al momento de admitir la acción constitucional se requirió al señor DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO para que acreditara la imposibilidad en que se hallaban los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ para interponer en forma directa la acción constitucional, caso en el cual existe autorización para agenciar derechos ajenos, tal como lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, lo cual debe ser expresamente manifestada al ejercitar la acción. De manera adicional, para el ejercicio profesional del derecho a la postulación, se ha previsto la especial exigencia del poder específicamente conferido para ese fin por el titular de los derechos que se presentan como quebrantados, como así lo ha tenido sentado en diversa jurisprudencia constitucional
.

Al respeto, por parte del señor RIVERA MOLANO se aportó poder que le fuera otorgado por los actores para que los representara en este caso, y en el mismo se hace alusión a su condición de profesional del derecho, no obstante que en el escrito de tutela ni en el documento aclaratorio hizo referencia a tal condición, pero al verificarse lo pertinente se tiene que en efecto el señor DIEGO ALEJANDRO RIVERA MOLANO es abogado titulado, y por ende debe entenderse que obra como apoderado de los acá accionantes, evidenciándose con ello la existencia de legitimidad en la causa por activa, lo que por supuesto le abre la vía a la Sala para ingresar en el estudio de fondo de este trámite.
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, porque gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información allegada al dossier se aprecia que los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ concurren ante el juez constitucional, por intermedio de apoderado, con el fin de lograr que por parte de la entidad accionada se responda a la peticiones que por intermedio de una funcionaria de la Defensoría del Pueblo de Manizales elevaron a la Fiscalía en febrero 02 y 06 de 2018, sin recibir respuesta, por lo cual dicha servidora entabló comunicación con la Dirección Seccional de Fiscalías en marzo 22 de 2018 y les reenvió nuevamente en esa oportunidad las referidas solicitudes.

Por oficio de abril 03 de 201, el Director Seccional de Fiscalías le indicó a la funcionaria de la Defensoría del Pueblo que efectuada la búsqueda pertinente, no se encontraron las peticiones de febrero 02 y 06 de 2018, pero al recibir la comunicación de marzo 22, se dio traslado a la Fiscalía 01 Especializada ante el GAULA mediante oficio 0656 de abril 03 de 2018,  para que diera respuesta, sin haberse procedido de tal manera.
Debe indicarse en primer lugar, que por tratarse las solicitudes elevadas por los accionantes de un asunto de índole administrativo, la omisión de la Fiscalía 1ª Delegada ante el GAULA de brindar una respuesta oportuna, constituye en efecto una vulneración al derecho fundamental de petición. Al respecto la jurisprudencia constitucional ha establecido:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

Igualmente ha señalado la Corte Constitucional
, que cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una contestación dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida
.  
Así mismo, la ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las solicitudes, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se vislumbra que le asistía razón a los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ al instaurar la tutela, porque muy a pesar de haber radicado petición, que fue confirmada como recibida en marzo 22 de 2018 por la Dirección Seccional de Fiscalías, de donde se dio traslado en abril 03 de 2018 a la Fiscalía 01 Especializada ante el GAULA de Pereira (Rda.), a la fecha de la interposición de esta tutela –mayo 21 de 2018-, y pese a haber transcurrido aproximadamente 31 días hábiles, ninguna información se les había brindado.

Ahora bien, de lo arrimado a esta Corporación por parte de la Fiscalía demandada, se observa que dicha entidad dio respuesta a uno de los reclamos de los accionantes, y para tal efecto se allega copia del oficio de mayo 24 de 2018, dirigido al señor URIEL LONDOÑO TORRES, por medio del cual le indicaban los avances de la actuación, la cual se encuentra en etapa de indagación, adelantándose trámites para designarle una apoderada de víctimas, y pendiente de adoptar decisión de fondo para librar órdenes de captura. Dicha comunicación le fue enviada al actor al correo electrónico ualv90@gmail.com, quien ya lo recibió, como así lo corrobora su apoderado.

De esa preciso documento, aprecia la Sala  que al parecer por equívoco de la Fiscalía, la misma se le envío al señor URIEL LONDOÑO, como respuesta a su escrito, cuando en realidad correspondía a lo pedido por el señor URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ mediante escrito de febrero 06 de 2018, como se advierte de lo allí pretendido
, lo que igualmente se corrobora con lo expresado por su apoderado al señalar que por parte de la fiscalía todavía no se ha atendido lo pedido por URIEL LONDOÑO TREJOS, quien además de pedir información de las acciones emprendidas y los avances de la investigación, reclamaba copia de la denuncia presentada
. 
De lo aportado por la Fiscalía 1ª Especializada ante el GAULA, cotejado con lo allegado a la presente acción constitucional y lo esgrimido por quien actúa como su apoderado, se puede inferir, contrario a lo argumentado por la entidad demandada, que no se evidencia a la fecha la existencia de un hecho superado, en tanto no se ha cumplido a cabalidad con los requerimientos de los actores.

En primer lugar, véase, como ya se dijo, que la comunicación que se le envío al señor URIEL LONDOÑO TREJOS, correspondía en realidad a las pretensiones de su hijo URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, equívoco que no tendría relevancia alguna, por cuanto fue enviado al mismo correo electrónico reportado en los respectivos escritos, y que lo allí plasmado tiene coherencia con lo exigido por el señor URIEL LONDOÑO TREJOS. 
No obstante, estima la Corporación que ninguna respuesta se le ha enviado al señor URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, aunque esta tenga similitud con la enviada a su señor padre, y además se aprecia que  tampoco se ha atendido lo pedido por el señor URIEL LONDOÑO TREJOS, en punto de la expedición de copias de la denuncia instaurada, pese a encontrarse ampliamente superado el plazo con el que se contaba para cumplir con dicho requerimiento, como ya se expresó.
En ese orden de ideas, y sin  lugar a mayores disquisiciones, se concluye que por parte de la Fiscalía 1ª Especializada ante el GAULA de Pereira (Rda.) no se ha cumplido con el deber de responder a las solicitudes que en forma respetuosa le fueron enviadas, con lo cual se observa la trasgresión del derecho fundamental de petición del que son titulares los señores URIEL LONDOÑO TREJOS y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ, por lo cual se dispondrá a su amparo.

En consecuencia, se le ordenará a la Fiscalía 1ª Especializada ante el GAULA de Pereira (Rda.), que de no haberlo hecho, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia proceda a dar respuesta de fondo, clara y congruente con lo pedido por los acá accionantes mediante solicitudes del 02 y 06 de febrero de 2018, de las cuales le había dado traslado la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira desde abril 03 de 2018.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición, del que son titulares los señores URIEL LONDOÑO TORRES y URIEL ALEJANDRO LONDOÑO VELÁSQUEZ. 
SEGUNDO: SE ORDENA a la Fiscalía 1ª Especializada ante el GAULA de Pereira (Rda.), que, de no haberlo hecho ya, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia, proceda a dar respuesta de fondo, clara y congruente con lo pedido por los acá accionantes mediante solicitudes del 02 y 06 de febrero de 2018.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 38. 


� Véase entre otras, las sentencias SU-377 de 2014, T-069 de 2015 y T-083 de 2016. 


� Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.


� Sentencia T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996.


� Sentencia  T-368.


� Sentencia T-215A/11


� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-043 de 2009.


� Ver folios 18 y 19.


� Ver folio 17.
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